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LA PUBLICIDAD DE “CLARO” COMO ESTRATEGIA  DE COMPETENCIA EN 

EL MERCADO DE TELECOMUNICACIONES FRENTE A LA 

INTERPRETACIÓN DEL CONSUMIDOR RAZONABLE 

 

I. INTRODUCCIÓN 

 

Desde hace más de 20 años hasta la actualidad siguen apareciendo nuevos agentes 

económicos en el mercado de las telecomunicaciones como TELEFONICA, CLARO y 

otras empresas operadoras, cada vez esta competencia es más interesante  y conveniente 

para nosotros los usuarios toda vez que con el afán de ganar cada vez más clientes, la 

competencia se vuelve más intensa entre estos agentes económicos y el consumidor tiene 

más propuestas de servicios a mejores precios, tal es así, que gracias a la economía social 

de mercado en donde existe libertad de oferta y demanda podemos escoger cualquier 

empresa operadora y portar a otra si esta no nos satisface, por lo que es más conveniente 

para la empresa trabajar por brindarnos el mejor servicio en comparación con su 

competencia.  

Todo esto genera innumerables piezas publicitarias, a través del cual nos dan a conocer y 

nos quieren convencer que sus productos o servicios son de mayor calidad, produciéndose 

una guerra publicitaria a través del cual cada empresa operadora lanza un nuevo producto 

inmediatamente después de la oferta lanzada por otra en donde los únicos beneficiados son 

los consumidores. A consecuencia de esta guerra de oportunidades para los usuarios y 

como no todo es perfecto, también trae consigo innumerables cantidades de actos de 

competencia desleal realizadas por estas empresas a través de la publicidad con el único fin 

de atraer la atención del público y aumentar su concurrencia en el mercado sin ser 

diligentes con lo manifestado a través de la misma, ocasionando denigración, confusión, 

algún acto de comparación, equiparación indebida y hasta llegar al punto del engaño. 

Todo lo expuesto ha ocasionado mayor preocupación para los órganos resolutivos del 

INDECOPI  (Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la protección de la 

Propiedad Intelectual)  tal es así que han ido evolucionando tras constantes cambios en sus 

legislaciones y por ende en sus resoluciones con el objetivo de promover a estos agentes 



económicos a competir en el mercado lealmente dentro del marco legal y ético establecido 

por nuestras autoridades. 

Según el decreto legislativo 1044 que aprueba la Ley de represión de la competencia 

desleal del 2008 en su artículo 59°, señala que: “la publicidad es definida como toda forma 

de comunicación difundida a través de cualquier medio de soporte y objetivamente apta o 

dirigida a promover directa o indirectamente, la imagen, marcas, productos o servicios de 

una persona, empresa o entidad en el ejercicio de su actividad comercial, industrial o 

profesional, en el marco de una actividad de concurrencia, promoviendo la contratación o 

la realización de transacciones para satisfacer sus intereses empresariales”, a la vez este 

acto debe obedecer a tres principios fundamentales: principio de Autenticidad, legalidad y 

de adecuación social y ante una publicidad engañosa, cuyo fin es la posible o efectiva 

inducción a error a otros agentes en el mercado, además la información contenida en la 

publicidad debe obedecer al principio de veracidad para evitar el desvío de la demanda 

hacia quien la cometa, así como los requisitos preservar las características de verdadera, 

exacta y pertinente. 

Así mismo, Según Fernández-Novoa (1968) considera que: 

“La finalidad primordial del principio de veracidad es proteger a la gran masa de 

los consumidores frente a la publicidad engañosa de las empresas. A sujetar la 

actividad publicitaria al principio de veracidad, se quiere evitar que a través del 

anuncio de una oferta en apariencia ventajosa una empresa induzca a los 

consumidores a adquirir sus mercancías o servicios. El principio de veracidad 

quiere reprimir las expresiones publicitarias que encierran alegaciones contrarias a 

la verdad, con las que una empresa trata de convencer al público para que adquiera 

sus productos o contrate sus servicios”. (Pág. 92) 

Pero ¿Cómo debe ser aplicado los principios sobre la publicidad para no caer en actos 

de engaño al enfrentarse ante la interpretación de un consumidor razonable en el 

mercado de las telecomunicaciones y no resulte objetivamente contrario a las 

exigencias de la buena fe empresarial? 

Bajo mi apreciación, es fundamental que la publicidad objetiva tenga como base el 

principio de veracidad y sustanciación previa esto debe aplicarse antes de su emisión hacia 

el consumidor razonable, teniendo en cuenta que el mismo realiza una interpretación 



integral y superficial de los anuncios publicitarios mas no una interpretación alambicada y 

fuera del contexto o de las circunstancias actuales del mercado para evitar recaer en un 

acto de engaño. 

En el presente informe jurídico se analizará la publicidad emitida por América Móvil 

S.A.C. (en adelante CLARO) frente a la interpretación de un consumidor razonable 

establecida y definida por INDECOPI, siendo este un consumidor no impulsivo, capaz de 

comparar precios, de leer etiquetas, un consumidor conocedor en base a sus propias 

experiencias que incluyen sus errores, un consumidor informado, esta publicidad fue 

materia de denuncia interpuesta ante la comisión de fiscalización de la competencia desleal 

por TELEFONICA DEL PERÚ S.A.A.  (en adelante TELEFÓNICA) por la presunta 

comisión de acto de competencia desleal en la modalidad de engaño, mediante el 

expediente N° 193-2013/CCD.   

 

CAPITULO I 

RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCESO. 

I.1 HECHOS EXPUESTOS POR LA DENUNCIANTE 

Con fecha 10 de octubre de 2013,  TELEFÓNICA DEL PERU S.A.A., por medio 

de su representante, interpuso denuncia ante la Comisión de Fiscalización de la 

Competencia Desleal del INDECOPI (Sede Lima) en contra de AMERICA MÓVIL PERÚ 

S.A.C. por la presunta comisión de actos de competencia desleal en la modalidad de 

engaño prevista en el artículo 8° del Decreto Legislativo N° 1044 (Ley de Represión de la 

Competencia Desleal). 

La parte denunciante fundamentó fácticamente, su denuncia en los siguientes hechos: 

La denunciada estaría cometiendo actos de engaño, ya que vendría difundiendo una 

campaña publicitaria denominada “Habla más Perú”, mediante el cual se estaría 

difundiendo diversas afirmaciones a través de su página web 

(http://www.claro.com.pe/wps/portal/pe/sc/personas/internet/ internet-movil), aviso de 

prensa, volante y radio, las mismas que estarían dando a entender erróneamente a los 

consumidores: 

http://www.claro.com.pe/wps/portal/pe/sc/personas/internet/


 

a) Que ofrecería la posibilidad de llamar desde S/. 0.25 a fijos y móviles de 

cualquier operador a nivel nacional; y,  

b) Que ofrecía la posibilidad de llamar desde S/. 0.25 (inclusive) a números RPC y 

RPM de Movistar. 

 

Así mismo, la denunciante señaló, que el segundo beneficio ofrecido que hace referencia a 

la posibilidad de que un número de CLARO pueda comunicarse con un número RPM, es 

imposible de cumplirse (tal y como lo ha reconocido expresamente la denunciada), debido 

a que esta se da mediante una marcación especial que incluyen 6 o 9 números antecedidos 

de un “#” o un “*” que únicamente podrían ser marcados por los usuarios de la referida red 

privada, lo que resultaría engañoso y contrario al principio de veracidad.  

De modo que la imputada estaría difundiendo la campaña publicitaria “Habla más Perú” 

transmitiendo el mensaje cuestionado con la finalidad de captar usuarios ofreciendo un 

beneficio que no sería real, minimizando el valor que tiene para un usuario de Telefónica 

del Perú formar parte de la “RPM”, al indicar que las líneas de telefonía móvil  de América 

Móvil son capaces de realizar llamadas a los números de la mencionada red privada. 

La empresa denunciante adjuntó, como medios probatorios a su denuncia un Acta de 

Constatación Notarial, que daría cuenta que desde un celular prepago en “Plan Juerga” de 

América Móvil con un cargamontón “Habla más Perú”, no fue posible concretar ninguna 

llamada al marcar números “RPM”, es decir aquellos conformados por 6 o 9 dígitos 

precedidos de los símbolos “#” o “*”, copia de anuncios de prensa comunicando la 

promoción en cuestión, copia del volante publicado, CD conteniendo el spot de radio 

comunicando sobre dicha promoción, Constatación Notarial realizada con fecha 06 de 

setiembre de 2013 a la página web de Claro, comunicando la promoción “Habla más 

Perú”, Impresiones de la página web de CLARO donde se encuentran las consideraciones 

de la promoción.  

Por último, solicitó a la Comisión que declare fundada la denuncia, ordene la publicación 

de la resolución condenatoria y asuma el pago de costas y costos. 

Por Resolución, de fecha 20 de noviembre de 2013, la Secretaría Técnica de la Comisión 

admitió a trámite la denuncia por la presunta comisión de actos de competencia desleal en 



las modalidades de actos de engaño, supuesto contemplados en los artículos 8°, 

respectivamente, del Decreto Legislativo N° 1044. 

I.2.    HECHOS EXPUESTOS POR LA DENUNCIADA 

Con fecha 08 de mayo de 2014, AMÉRICA MÓVIL PERÚ S.A.C., representada 

por su Sub Directora de asuntos legales, presentó sus descargos señalando que: 

Habría iniciado su campaña publicitaria denominada “Habla más Perú”, informando a sus 

clientes sobre la posibilidad de acceder a una tarifa preferencial para llamar a cualquier 

destino de telefonía fija o móvil, a nivel nacional, desde S/. 0.25 nuevos soles por minuto.  

La referida tarifa preferencial se aplicaría de acuerdo a la siguiente mecánica: todos sus 

clientes “prepago” de los planes “juerga” y “postpago” de los planes “TUN2”, “RPC Total 

T”, que activasen un paquete de minutos, recibirán a cambio la tarifa preferencial de S/. 

0.25 Nuevos Soles por minuto para llamar a cualquier destino nacional 

La denunciada afirmó que la información difundida en relación a la “posibilidad de llamar 

a números RPC y RPM” constituiría una información complementaria y que reforzaría el 

hecho de que con la promoción de la campaña “Habla más Perú” se podría llamar a 

cualquier destino nacional, incluidos los destinos de Nextel y Movistar. 

Así mismo, la imputada recalca que los números RPM pueden ser contactados desde 

números de CLARO a través de la marcación convencional de nueve dígitos, que es 

expresamente reconocida por MOVISTAR como un número RPM y una forma válida de 

contacto. 

Manifestó que la interpretación realizada por TELEFÓNICA DEL PERÚ S.A.A., resulta 

alambicada y alejada de la interpretación que haría un consumidor razonable, toda vez que 

en el anuncio no se desprende de manera natural que el hecho de llamar a un número de la 

RPM de Movistar sería lo mismo que realizar una llamada digitando una marcación 

especial conformado por 6 o 9 dígitos precedidos de los símbolos “#” o “*”, dado que ello 

únicamente sería posible para los usuarios de la mencionada red privada móvil. 

Finalmente, añadió que si bien es cierto en su campaña publicitaria nunca informó a los 

consumidores que para llamar a números que pertenecen a la “RPM” de Movistar se 

requería de una marcación especial, sin éxito, los usuarios, al tener experiencia en el 



mercado de las telecomunicaciones, inmediatamente utilizarían la marcación convencional 

para concretar su llamada. 

La empresa imputada solicitó a la Comisión que la denuncia sea declarada infundada en 

todos sus extremos, imponiéndole una sanción por la presentación de denuncia maliciosa y, 

ofreció como medios probatorios, El Acta de Constatación Notarial de fecha 11 de 

setiembre de 2013 con la finalidad de constatar en un teléfono celular del operador 

telefónico “CLARO” el buen funcionamiento del paquete de minutos promocional 

denominada “HABLA MÁS PERÚ”, copia de todos los anuncios similares a los 

cuestionados en el presente procedimiento, período, cantidad y frecuencia de los anuncios 

publicitarios cuestionados y de aquellos similares y el detalle de los ingresos solicitado en 

el punto resolutivo tercero de la Resolución s/n de fecha 20 de noviembre de 2013.   

I.3  DESARROLLO DEL PROCEDIMIENTO  

La Secretaría Técnica, a fojas 57 a 62, se admite a trámite la demanda y requiere a 

la empresa imputada la siguiente información: la fecha de inicio de la difusión de los 

anuncios, períodos y cantidad y frecuencia de la difusión de los anuncios que forman parte 

de la campaña, el monto de los ingresos brutos, expresado en nuevos soles y detallado mes 

por mes.   

Por escrito de fecha 16 de abril de 2014 la empresa imputada solicitó a la Comisión la 

concesión de una prórroga de 5 (cinco) días hábiles para la presentación de los descargos, 

así como la información solicitada por la comisión. 

La empresa imputada a fojas 90 a 102 presenta descargos otorgando toda la información 

requerida por la  Secretaría Técnica y le solicita a la misma que declare infundada la 

denuncia de Movistar en todos sus extremos y se le imponga una sanción por la 

presentación de denuncia maliciosa, así mismo solicitó a la comisión que en su 

oportunidad se le conceda a sus representantes el uso de la palabra a fin de expresar 

oralmente el sustento de nuestros descargos. 

Mediante Proveído N° 4 a fojas 139 y 140 la Comisión decidió conceder el informe oral 

solicitado por América Móvil Perú S.A.C., y puso en conocimiento de la comisión todo lo 

actuado, por considerar que en el procedimiento obran los medios probatorios y 

sucedáneos suficientes  para la resolución del caso. 



Con fecha 17 de julio de 2014, la denunciada presentó un escrito mediante el cual 

manifiesta sus alegatos finales y reitera los argumentos esgrimidos en sus descargos. 

Con fecha 24 de julio de 2014, la denunciante presentó escrito mediante el cual manifiesta 

sus alegatos finales y reitera los argumentos esgrimidos en su demanda. 

I.4 .   RESOLUCIÓN FINAL DE LA COMISIÓN –PRIMERA INSTANCIA 

    Por Resolución Final N° 168-2014/CCD-INDECOPI, del 23 de julio de 2014, la 

Comisión de Fiscalización de la Competencia Desleal (Sede Lima) resolvió declarar lo 

siguiente: 

 Fundada la denuncia presentada por Telefónica del Perú S.A.A. en contra de 

América Móvil Perú S.A.C. por la comisión de actos de Competencia Desleal en la 

modalidad de engaño la tacha deducida por la empresa denunciada, supuesto 

ejemplificado en el artículo 8° del Decreto Legislativo N° 1044 – Ley de Represión 

de la Competencia Desleal. 

 Sancionar a América Móvil Perú S.A.C. con una multa de 11.6 Unidades 

Impositivas Tributarias. 

 Ordenar a América Móvil Perú S.A.C. en calidad de medida correctiva, el CESE 

DEFINITIVO e INMEDIATO de la difusión de los anuncios materia de 

imputación, en tanto den a entender a los consumidores que los usuarios que 

accedan a la promoción “Habla Más Perú” podrán obtener los beneficios de la 

referida promoción incluso al llamar a usuarios de la red privada móvil de 

Telefónica Móviles S.A. o RPM de Movistar, sin precisar que las referidas 

llamadas no podrán concretarse de utilizar la marcación especial de números 

telefónicos conformados por 6 o 9 dígitos precedidos de los símbolos “#” o “*”. 

 DENEGAR el pedido de Telefónica del Perú S.A.A. para que se ordene la 

publicación dela resolución condenatoria. 

 CONDENAR a América Móvil Perú S.A.C. el pago de las costas y los costos 

incurridos por Telefónica del Perú S.A.A., en el trámite del procedimiento. 

 ORDENAR a América Móvil Perú S.A.C. que cumpla con todo lo dispuesto en 

dicha resolución en un plazo no mayor de 03 días hábiles, contados desde que la 

misma quede consentida o en su caso quede confirmada por la Sala Especializada 

en Defensa de la Competencia del Tribunal del INDECOPI. 

 



I.5. APELACIÓN 

Con fecha 19 de agosto de 2014, la empresa denunciada apeló la Resolución N° 

168-2014/CCD-INDECOPI en el extremo que la Comisión declaró fundada la denuncia 

respecto a los actos de engaño, reiterando los argumentos esgrimidos en su escrito de 

descargos y alegando lo siguiente: 

 La marcación convencional es la forma usual y previsible de llamar a un número 

telefónico y que cualquier forma distinta de contactarlo tendría que haber sido 

expresamente ofrecida o informada como requisito de la promoción. 

 En ese sentido, lo único que ofrecía la campaña publicitaria cuestionada es una 

tarifa económica para llamar a teléfonos fijos y móviles Claro, Nextel y Movistar. 

 Los usuarios de Claro jamás realizan llamadas utilizando la marcación especial de 

los números RPM, por lo que de ninguna manera habrían podido interpretar que 

tendrían que utilizarla para contactar a usuarios RPM.  

 La denunciada expuso su oposición en relación al análisis que realizó la comisión 

para determinar una infracción al principio de veracidad, el cual debe efectuarse a 

través de una interpretación integral y superficial del anuncio publicitario para 

determinar el contenido del mensaje publicitario recibido por los consumidores. 

 La empresa denunciada indica que una vez delimitado dicho mensaje, este debe ser 

verificado con la realidad y sólo si existiera una falta de correspondencia entre 

ellos, podría concluirse que el anuncio induce a error y, por tanto, infringe el 

principio de veracidad. 

 En relación a lo publicitado por la denunciada, respecto al beneficio de llamar 

desde S/. 0.25 a cualquier fijo o móvil a nivel nacional lo cual incluye a cualquier 

Claro, Movistar o Nextel, RPC o RPM, siendo este el mensaje central y en 

contraste con la realidad, la comisión debió limitarse a verificar que las llamadas a 

números fijos, celulares, RPM y RPC fueran tarifadas desde S/. 0.25 el minuto 

durante la vigencia de la promoción, tal y como lo corroboraron mediante acta 

notarial de fecha 11 de setiembre de 2013 adjunta a los descargos. 

 La denunciada alegó en su apelación que las expectativas de un consumidor 

razonable se forman a través de la información contenida en los anuncios, en la 

utilización del servicio anunciado y atendiendo a las circunstancias de mercado, por 



lo que dicho mensaje publicitario debía generar en los destinatarios una expectativa 

clara de poder llamar a cualquier destino nacional desde S/. 0.25 el minuto.  

 Finalmente la denunciada afirmó que cualquier condición superior a lo 

normalmente previsible debía haber sido expresamente ofrecida y en este caso la 

Comisión realizó una interpretación contraria entendiendo como “marcación 

especial” como la práctica convencional cuando ello funciona totalmente a la 

inversa, siendo que la marcación de 9 dígitos es la convencional o también llamado 

“marcación convencional” y la marcación especial es la de 6 o 9 dígitos precedidos 

de “*” o “#”. 

 

Por Resoluciones N° 2 de fecha 27 de agosto de 2014, la Comisión de Fiscalización de la 

Competencia Desleal concedió el recurso de apelación interpuesto por la denunciada, 

elevándose el expediente a la Sala de Defensa de la Competencia del Tribunal del 

INDECOPI. 

A fojas 261, la Sala de Defensa de la Competencia dispuso poner en conocimiento a la 

parte denunciante el recurso de apelación interpuesto para que en un plazo no mayor de 

quince días hábiles haga conocer su posición respecto de los argumentos expuestos en 

dicho recurso. 

Finalmente la empresa denunciante, a fojas 265 a 272, presentó un escrito fijando su 

posición en relación a la apelación interpuesta por la denunciada. 

I.6.  RESOLUCIÓN DE LA SALA DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA – SEGUNDA 

INSTANCIA. 

Mediante Resolución N° 0156-2015/SDC-INDECOPI, del 10 de marzo de 2015, la 

Sala de Defensa de la Competencia resolvió lo siguiente: 

 Tener por sustituida a Telefónica Móviles S.A. por Telefónica del Perú S.A.A. en el 

presente procedimiento, al haber operado una sucesión procesal. 

 Revocar la Resolución 168-2014/CCS-INDECOPI del 23 de julio de 2014, en el 

extremo que declaró fundada la denuncia presentada por Telefónica del Perú 

S.A.A. contra América Móvil Perú S.A.C. por la presunta comisión de actos de 

competencia desleal en la modalidad engaño, supuesto previsto en el artículo 8 del 



Decreto Legislativo 1044 -  Ley de Represión de la Competencia Desleal y 

reformándola, declararla infundada. 

 Dejar sin efecto la Resolución 168-2014/CCD-INDECOPI del 23 de julio de 2014, 

en los extremos que impuso a América Móvil Perú S.A.C. una multa de 11.6 

Unidades Impositivas Tributarias, le ordenó una medida correctiva, así como el 

pago de las costas y los costos incurridos por la denunciante en el presente 

procedimiento. 

 

CAPITULO II 

IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

Es muy importante definir los alcances de la aplicación de los artículos 8° y 21° del 

Decreto Legislativo N° 1044 que aprueba la Ley de Represión de la Competencia Desleal, 

en los que se encuentran ambos incluidos y se encuentran relacionados y es de obligatorio 

cumplimiento para el anunciante el cual debe considerarlo como base para el anuncio 

publicitario, es preciso entonces analizar su aplicación en el presente caso en donde 

CLARO mediante la emisión del anuncio publicitario “Habla más Perú” en donde ofrece 

llamadas a cualquier destino de telefonía fija o móvil de los operadores Claro, Movistar y 

Nextel incluidas las llamadas a los usuarios que pertenecen a la “RPC” de Claro y a la 

“RPM” de Movistar a S/. 0.25 el minuto, tiene o no como efecto real o potencial la 

inducción a error a otros agentes en el mercado sobre alguna característica del servicio, 

esto está directamente relacionado al concepto que tenemos por destinatario del anuncio y 

la interpretación que este realiza, es ahí donde se encuentra la relevancia de definir el 

concepto de consumidor razonable, quien es el agente importante de este estudio y quien 

realizará la interpretación del anuncio en cuestión. 

Para ello se identificó en el presente expediente cuatro problemas jurídicos específicos, los 

cuales encierran un problema principal: 

PROBLEMA PRINCIPAL: La incorrecta interpretación realizada por Movistar sobre la 

campaña publicitaria denominada “Habla más Perú” emitida por Claro, toda vez que 

conllevó a una indebida imputación realizada por la Comisión  en primera instancia por la 

comisión de acto de competencia desleal en la modalidad de engaño. 



PRIMER PROBLEMA ESPECÍFICO: MOVISTAR OLVIDA QUE QUIEN 

REALIZA LA INTERPRETACIÓN DE UN ANUNCIO PUBLICITARIO ES UN 

CONSUMIDOR RAZONABLE  

Como bien se desprende del presente informe, el proveedor que viene a ser el 

anunciante del mensaje publicitario y siendo el fin de este el de promover al destinario la 

contratación de consumo de bienes o servicios, según Bullard (2003) también le asigna un 

deber de información definiéndolo como:  

 La obligación de poner en conocimiento de los consumidores toda la 

información relevante con la finalidad de que estos puedan realizar una 

adecuada decisión de consumo o, más bien, un uso correcto de los bienes y 

servicios ya adquiridos. Esta información debe cumplir con tres requisitos: 

ser veraz, suficiente o (adecuada) y oportuna) (Pag. 165) 

Para ello el proveedor también debe tener conocimiento que se enfrenta a la interpretación 

del consumidor razonable, siendo este un consumidor diligente, aquel que lee las etiquetas, 

especialmente las fechas de vencimiento compara precios y calidades antes de comprar y 

lee con cuidado los contratos antes de firmarlos. Reclama si considera que sus derechos 

han sido violados. Es un buen consumidor, en tanto demuestra un nivel aceptable de 

cultura de consumo y además entiende la problemática del consumo como algo integral 

que nutre inclusive el propio sistema de mercado y además promueve que los compradores 

aprovechen la información que los proveedores trasladan al mercado cada vez que 

publicitan sus ventas, tal y como lo establece INDECOPI y la Asociación Peruana de 

Consumidores y Usuarios (ASPEC).  

Este consumidor, de acuerdo con el decreto legislativo 1044, que aprueba la Ley de 

represión de la competencia desleal (LRCD) de 2008, en su artículo 21°, apartado 2, 

señala que: “(…) realiza un análisis integral y superficial de cada anuncio publicitario 

que percibe. En el caso de campañas publicitarias, estas son analizadas en su conjunto, 

considerando las particularidades de los anuncios que la conforman.” 

En el presente caso, Movistar advierte que el consumidor razonable dentro de su 

interpretación integral y superficial consideraría que la frase de la publicidad “Incluyen 

números RPM de Movistar”  se refiere a la posibilidad de llamar a estos números a través 

de la marcación especial, esto significaría el número corto de 6 dígitos precedidos por el * 

o #  ya que es la forma en como esta red privada se identifica en el mercado de las 



telecomunicaciones, además según Movistar con esta afirmación que realiza Claro, estaría 

subestimando el tipo de servicio privado que ofrece al público ya que el consumidor 

“razonable” consideraría y recaería en el engaño al considerarse parte de la RPM al 

acceder a esta promoción de Claro, por lo que de esta manera estaría incurriendo en acto de 

competencia desleal en la modalidad de engaño debido a que esa llamada no se puede ni se 

podrá concretar al realizar dicha marcación especial. 

Así mismo según Movistar considera que dentro de su publicidad, a través de su página 

web, así como en el Sistema de Información de Registro de Tarifas de OSIPTEL (SIRT) 

debería de contener como información complementaria la forma en cómo debe realizarse la 

llamada a un número RPM, es decir manifestar que se debe realizar mediante la marcación 

convencional, es decir, con los nueve dígitos, para que el consumidor no sea engañado. 

Por otro lado, Claro precisa que cualquier consumidor razonable interpretaría de la mejor 

manera su campaña publicitaria es decir que captaría el mensaje de que puede comunicarse 

a nivel nacional, a cualquier numero sea fijo o móvil de Movistar, Claro y Nextel a una 

tarifa especial y que posteriormente al consignar en su publicidad que incluyen llamadas a 

números RPM y RPC solo es para reforzar la idea central y no para inducirlos a error y que 

el tipo de interpretación que realiza Movistar es de manera alambicada y fuera de contexto. 

En relación a este tipo de interpretación, se debe tener en cuenta que el análisis proveniente 

de un consumidor razonable definido por INDECOPI y por la ASPEC, tiene que estar 

debidamente relacionado al contexto actual en el que vive el consumidor, y este se 

encuentra dentro de un contexto de más de 27 años de experiencia en telefonía móvil, con 

facilidad de acceso a la información gracias a la tecnología y sus bajos costos, razón por la 

que los usuarios saben perfectamente que la forma de contactar a los usuarios de otro 

operador es a través de los nueve dígitos o marcación convencional, del mismo modo, los 

usuarios saben que las marcaciones especiales que impone su operador solamente sirven 

para contactarse dentro de la misma red de su operador y por ser esta especial,  tendría que 

haber sido expresamente ofrecido como requisito de acceso a la promoción, esto es 

amparado según el Código de Protección y defensa del Consumidor de 2010 en su tercer 

apartado de su artículo 21, en la que señala que: “La acreditación de la existencia de una 

condición distinta la normalmente previsible, dadas las circunstancias, corresponde al 

beneficiado por dicha condición en la relación de consumo” , por lo que al interpretarse 

según la manera en como lo hace Movistar, se estaría incurriendo en una interpretación 



alambicada y fuera de contexto, apartada de una interpretación espontánea que todo 

consumidor razonable realiza. 

 

SEGUNDO PROBLEMA ESPECÍFICO: MOVISTAR INAPLICÓ EL PRINCIPIO 

DE INDIVISIBILIDAD AL INTERPRETAR LA CAMPAÑA PUBLICITARIA  

La indivisibilidad del mensaje es otro de los principales principios de la publicidad 

sobre el cual debe versar la interpretación que le otorga  un consumidor razonable, esta 

interpretación se basa en un examen integral o completo, teniendo en consideración todos 

los elementos que la conforman sin desintegrar sus mensajes como por ejemplo separar la 

parte captatoria de la parte legal del anuncio, es decir debe ser considerada como una sola 

pieza publicitaria, y en el caso de una campaña publicitaria, la misma debe ser analizada 

todas las piezas publicitarias en su  conjunto. 

Siguiendo el mismo contexto, como lo explica Fernández – Novoa (1999) sobre la 

existencia de este principio en el anuncio, en virtud del cual no es posible romper la unidad 

de la pieza publicitaria al efectuar su interpretación, además el mismo autor Fernández – 

Novoa (1968) considera que la evaluación de los anuncios debe aprehenderse de manera 

integral, esto significa que debe considerarse la totalidad del anuncio como las frases, los 

números hablados, los gráficos y las disposiciones contenidas en el anuncio, ya que este es 

el modo correcto de como un consumidor capta el mensaje del anuncio o campaña 

publicitaria.  

Esta teoría también se encuentra amparada en La Ley de represión de competencia desleal, 

en su artículo 21, en donde se conceptualiza los pasos del análisis que realiza el 

consumidor, siendo esta analizada de manera integral, quedando influenciado por el 

examen superficial de la publicidad, sin realizar fraccionamientos ni lecturas que no 

atiendan a la totalidad del mismo. 

Siendo esto así, en el anuncio publicitario realizado por Claro, en su campaña “Habla más 

Perú”, lo que hizo Movistar es desintegrar indebidamente y por completo el mensaje 

central de esta campaña publicitaria al mencionar que Claro a través de esta promoción 

ofrecía dos beneficios: 



i) La posibilidad de llamar a fijos y móviles de cualquier operador a nivel 

nacional; y 

ii) La posibilidad de llamar inclusive a números RPC y RPM de Movistar, sin 

especificar que esta última se concretaría mediante la marcación de 9 

dígitos. 

Movistar no realizó la aprehensión de la publicidad de manera integrada, es decir debió 

captar como mensaje central “la posibilidad de llamar a cualquier operador a nivel nacional 

sea fijo o móvil a una tarifa especial” y el segundo mensaje en el que incluye los números 

pertenecientes a la RPM de Movistar resulta ser simplemente información complementaria 

que refuerza el mensaje central y que se encuentra en letras grandes para resaltar la 

novedad de la tarifa, tal y como lo menciona en sus descargos y alegatos finales y que 

resultaría apartada de la forma natural, espontanea e integral de cómo debe realizarse la 

interpretación, es decir Movistar realiza una interpretación desintegrada, alambicada y 

fuera de la circunstancia actual del mercado de las telecomunicaciones, puesto que después 

de tantos años de experiencia en él, resultaría absurdo pensar que un usuario no sabría 

cómo comunicarse a un número RPM que no solo es accesible mediante su marcación 

especial si no que la misma se concreta con la marcación convencional.  

Así mismo,  de manera inadecuada Movistar afirma que dentro de los anuncios 

publicitarios difundidos por los diversos medios, debió plasmarse la forma en cómo debe 

marcarse para tener contacto con un RPM, es decir, según claro, Movistar quiere que en su 

texto legal debe indicar lo siguiente:   

“Recuerde que para llamar a otro número de teléfono celular a nivel 

nacional usted debe tomar su terminal y digitar el numero convencional 

completo de la línea telefónica a la que quiere llamar, es decir, los 9 dígitos y 

no marcar números especiales distintos asignados por otros operadores para 

la aplicación de tarifas reducidas dentro de sus propias redes privadas” 

Sin embargo, lo único que ofrecía Claro, era una tarifa súper económica para llamar a todo 

destino nacional sin incurrir en acto de engaño, que según los Lineamientos sobre 

Competencia Desleal y Publicidad Comercial vigente también se ve influenciado por el 

contenido de la publicidad, sin conocer información que, de haber sido difundida, hubiese 

alterado el mensaje transmitido, considerando esto como omisión de información 

relevante, en este supuesto, INDECOPI a través de estos lineamientos considera que no 

toda información es relevante y que según la Comisión de Fiscalización de la Competencia 

Desleal del INDECOPI y la Sala en segunda instancia consideran que de esa forma se 



evitaría cargar el anuncio con información que diluya el mensaje principal, permitiendo al 

anunciante indicar en su publicidad un medio complementario y de fácil acceso para contar 

con más información. (Resolución N° 0371-2011/SCD-INDECOPI). 

Además, este concepto también se encuentra amparado por el Código de Protección y 

Defensa del Consumidor de 2010 en su artículo 2 apartado 3, señalando que: “(…)para 

analizar la información relevante se tiene en consideración a toda aquella sin la cual no se 

hubiera adoptado la decisión de consumo o se hubiera efectuado en términos 

substancialmente distintos. Para ello se debe examinar si la información omitida 

desnaturaliza las condiciones en que se realizó la oferta al consumidor”, es decir, no se 

trata de cualquier omisión, esta se presenta como un factor que distorsione totalmente el 

mensaje publicitario y este no es el caso, por lo que al no indicar la forma de marcación 

“especial” no estaría incurriendo en acto de engaño por omisión de información relevante 

que debe contener la publicidad comercial. 

TERCER PROBLEMA EPECÍFICO: MOVISTAR ACUSA ERRONEAMENTE A 

CLARO POR INAPLICAR EL PRINCIPIO DE VERACIDAD Y DE 

SUSTANCIACIÓN PREVIA EN LA PUBLICIDAD   

En la calificación de toda publicidad engañosa se debe evaluar si carece de la 

aplicación del principio de veracidad, esto nos ayuda a encontrar la respuesta de cuando 

una publicidad tiene por finalidad engañar al consumidor y los demás agentes en el 

mercado con el objetivo de distorsionar la concurrencia afectando la leal competencia entre 

los competidores. 

Según La  Ley de Represión de Competencia Desleal de 2008 en su artículo 8°, define al 

acto de engaño como “la realización de actos que tengan como efecto, real o potencial, 

inducir a error a otros agentes en el mercado sobre la naturaleza, modo de fabricación o 

distribución, características, aptitud para el uso, calidad, cantidad, precio, condiciones de 

venta o adquisición y, en general, sobre los atributos, beneficios o condiciones que 

corresponden a los bienes, servicios, establecimientos o transacciones que el agente 

económico que desarrolla tales actos pone a disposición en el mercado, o, inducir a error 

sobre los atributos que posee dicho agente, incluido todo aquello que representa su 

actividad empresarial” 



En esa misma idea, el Código de Protección y Defensa del Consumidor de 2010, en su 

artículo 13° establece que: “La protección del consumidor frente a la publicidad tiene por 

finalidad proteger a los consumidores de la asimetría informativa en la que se encuentran y 

de la publicidad engañosa o falsa que de cualquier manera, incluida la presentación o en su 

caso por omisión de información relevante, induzcan o puedan inducirlos a error (…)”. 

Dentro de la misma se encuentra incluido el Principio de veracidad, es decir que toda 

publicidad emitida tiene que obedecer a la verdad, demostrándolo mediante medios 

probatorios, además este mensaje publicitario tiene que ser exacta y aquellas que presentan 

afirmaciones objetivas son objeto de verificación o comprobación con la realidad, para ello 

el anunciante debe contar con anterioridad a la emisión de la publicidad con las pruebas 

que sustenten la veracidad de dicho mensaje, obedeciendo al deber de sustanciación previa. 

Es así que se puede observar que en principio, las afirmaciones que son capaces de generar 

engaño son las que un consumidor al hacer una interpretación integral y superficial del 

anuncio puede advertir que son objetivamente comprobables. 

De igual manera, un acto de engaño en la actividad publicitaria, constituye una infracción 

al principio de veracidad, tal y como lo menciona Hung (1982): 

(…) las afirmaciones o mensajes publicitarios deben respetar la verdad y 

evitar que se deformen los hechos o que se induzca a error a los 

destinatarios del mensaje, a los eventuales consumidores de los productos o 

servicios promovidos o al público en general (…), las normas que exigen el 

cumplimiento del principio de veracidad en materia publicitaria protegen 

además del interés de los consumidores, a los propios anunciantes, ya que 

cuando una empresa trata de convencer al público, mediante alegaciones 

publicitarias que envuelven cuestiones contrarias a la verdad, para que 

adquiera sus productos o contrate sus servicios, está ejerciendo en cierta 

forma una competencia desleal.(Pág. 80)  

En aplicación al presente caso Movistar acusa a Claro ante la Comisión por la presunta 

comisión de acto de competencia desleal en la modalidad de engaño, mencionando que su 

campaña publicitaria vulnera el principio de veracidad al inducir a error a los 

consumidores sobre las características de su Promoción “Habla más Perú” en tanto ofrece 

la posibilidad de llamar a números RPM de Movistar desde una línea celular de Claro, esto 



significaría a través de la marcación especial, cuando según la denunciante estas llamadas 

no se pueden concretar, para demostrar ello adjuntó los medios probatorios ya referidos en 

la descripción del caso, por otro lado Claro niega toda acusación, mencionando que 

efectivamente si se puede realizar llamadas a los números pertenecientes a la RPM, esto se 

da a través de la marcación convencional basándose en que desde la experiencia que el 

consumidor tiene en el mercado de las telecomunicaciones, este tiene conocimiento que 

para comunicarse con otro operador tendrá que realizar la marcación de nueve dígitos y 

cualquier otra forma distinta o especial debería ser asignada en la misma publicidad, para 

sustentar su alegato adjunta un acta notarial en donde deja constancia que si se puede 

realizar llamadas a los números RPM de la manera ya referida.  

Para que Movistar llegue erróneamente a la conclusión del incumplimiento de Claro al 

Principio de veracidad, lamentablemente ha realizado una interpretación alambicada, fuera 

de contexto y desintegrando los mensajes del anuncio, todo lo contrario a lo que debe 

realizar todo consumidor razonable dentro de un mercado con experiencia, también se ha 

olvidado de lo indicado por INDECOPI a través de sus Lineamientos sobre Competencia 

Desleal y Publicidad Comercial vigente en el punto N° 5.1 en el que señala que: “tanto la 

Comisión  como la Sala coinciden respecto de que la metodología para evaluar si 

determinada información contenida en un anuncio publicitario resulta engañoso o no, 

consta de los siguientes pasos: (1)Se debe determinar a partir de una apreciación integral y 

superficial del anuncio publicitario, el contenido del mensaje que reciben los consumidores 

y (2)una vez determinado dicho mensaje, este debe ser corroborado con la realidad y si 

existe disconformidad, podrá concluirse que el anuncio publicitario es falso o induce a 

error y consecuentemente, infringe el principio de veracidad” y en relación a ello se 

evaluará si el anunciante cumplió con su deber de la sustanciación previa, todo esto se 

aplicará a aquellas afirmaciones de carácter objetivo, es decir, aquellas que pueden ser 

comprobables, por lo que se concluye que el principio de veracidad no es de carácter 

absoluto. 

Finalmente esto también es aplicado mediante el precedente de observancia obligatoria, 

establecido por la Sala Especializada en Defensa de la Competencia en el que aplica la 

misma “metodología de análisis para determinar una infracción al principio de veracidad” 

(Resolución N° 1602-2007/TDC-INDECOPI). 



CUARTO PROBLEMA ESPECÍFICO: INCORRECTAMENTE MOVISTAR 

REALIZA EL ANÁLISIS DE LA CAMPAÑA PUBLICITARIA PARTIENDO DE 

ANÉCDOTAS INDIVIDUALES DEL CONSUMIDOR Y NO DEL 

FUNCIONAMIENTO DE LA COMPETITIVIDAD DEL MERCADO  

Hay críticos que mencionan que el consumidor razonable no existe y si es que 

existiera no necesitarían del INDECOPI, que los que necesitan de aquella institución son 

aquellas personas que no tienen acceso  a la información, que se encuentran en plena 

pobreza y por ende susceptibles a ser engañados producto de la asimetría informativa, y 

que existe un vacío legal para estos consumidores, pero esto se basa en experiencias 

individuales, que no corresponde a como se mueve el mercado en su conjunto. 

El error que muchos autores cometen al evaluar el análisis del mercado en función a la 

asimetría informativa y al posible acto de engaño que pueden sufrir, lo explica Schwartz y 

Wilde (1979) indicando que este análisis puede fallar si es que se establece directivas a 

quienes deben tomar las decisiones legales sobre cuáles son las ocasiones y métodos 

apropiados de intervención legal, y se focaliza de manera incorrecta en individuos antes 

que en los mercados en los que estos compran. 

Es por esta razón que algunos autores sustenten que en el Perú hay consumidores 

ordinarios y no razonables, debido a que se centran en experiencias individuales y no al 

mercado en conjunto y su funcionamiento de manera competitiva y esta viene a ser una 

sustentación un tanto irresponsable debido a que la intervención para estos casos simplistas 

es costosa para el proveedor como para el Estado, debido a que nos encontramos en un 

mercado tan amplio que existen diferentes patrones de conducta de los consumidores y 

establecer como base un patrón de comportamiento de consumidor para que el mercado 

mediante ese estándar funcione bien. 

En aplicación a la presente denuncia establecida por MOVISTAR, considera que la 

publicidad emitida por CLARO es engañosa debido a que según ellos bastaría con la 

posibilidad que un consumidor asuma, dada las particularidades en que Claro comunicó la 

campaña publicitaria denunciada, y la asimetría informativa existente respecto a los 

proveedores, que efectivamente es posible realizar una llamada mediante la marcación 

especial entre distintos operadores (llamadas offnet o fuera de la red), siendo que al no 

poder realizar esta comunicación el consumidor vería frustrada sus expectativas, este 

razonamiento lo amparan en el la Ley de Represión de Competencia Desleal de 2008, en su 



artículo 7 apartado 2 que señala que: “Tampoco será necesario acreditar que dicho acto 

genere un perjuicio de otro concurrente, los consumidores o el orden público económico, 

bastando constatar que la generación de dicho daño sea potencial”.  

Para MOVISTAR el hecho que existan un grupo mínimo ya se está cometiendo acto de 

engaño, pero no es así como funciona el mercado, para que este funcione bien, no se 

requiere que todos los consumidores estén bien informados, un grupo significativo de 

consumidores así sea un grupo minoritario tiene la posibilidad de regular un mercado y es 

así que puede obligar a las empresas a ofrecer al consumidor lo que este busca a un precio 

reducido, es más ninguna teoría contradice que hay consumidores engañados, como 

tampoco se contradice que hay consumidores que cometen errores, pero la gran mayoría de 

ellos saben lo que hacen cuando lo cometen, si no lo supieran entonces los mercados serían 

inasequibles y bien se conoce que no es así.  

Esto se ve en la práctica y en el estudio de cómo funciona el mercado, dentro del cual se 

desprende que los consumidores sí actúan razonablemente en relación a su maximización 

de utilidad utilizando los recursos que le son más accesibles, desde la búsqueda de 

información, lectura de etiquetas hasta sus propias experiencias que también viene a ser un 

recurso para la adquisición de conocimientos. Y es que si en el mercado los proveedores se 

basan en el grupo de consumidores racionales, estos mismos se darán cuenta que no 

pueden engañarlos, que no pueden ofrecer una cosa que no van a recibir y por lo tanto 

tendrán que utilizar mejor sus recursos, para ofrecer una buena calidad a un precio justo y 

con ello satisfacer también al “grupo especial” de consumidores ordinarios o aquellos que 

no tienen acceso a la información, y es así como funciona el mercado, no es posible 

discriminar a un grupo de consumidores, por lo que se puede concluir que la posibilidad de 

satisfacer al “grupo especial” se puede mediatizar por la simple existencia del primer grupo 

de consumidores razonables y en base a este tipo de consumidores, las empresas tendrán 

mejores incentivos tanto para competir entre ellos de manera justa y transparente así como 

para ofrecer buenos términos al “grupo especial”. 

 

 

 

 



CAPÍTULO III 

POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

III.1.  POSICIÓN FUNDAMENTADA DE LA RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA. 

 

La resolución emitida por la Comisión de Fiscalización de la Competencia Desleal, 

en adelante la Comisión, de fecha 23 de julio de 2014 declaró FUNDADA la denuncia 

presentada por Telefónica Móviles S.A. en contra de América Móvil Perú S.A.C., por la 

comisión de actos de competencia desleal en la modalidad de engaño, supuesto 

ejemplificado en el artículo 8 del Decreto Legislativo 1044 – Ley de Represión de la 

Competencia Desleal, así mismo sanciona a Claro  con una multa de 11.6 UIT, ordena el 

cese definitivo e inmediato de la difusión de los anuncios materia de imputación, se 

deniega el pedido de publicación de la resolución condenatoria y finalmente condenan a 

Claro el pago de costas y costos incurridos por Telefónica Móviles S.A.  

En la presente resolución lo que se puede apreciar es que al igual que Movistar, la 

comisión tuvo el error de hacer la división del mensaje publicitario indicando que con la 

campaña publicitaria “Habla más Perú”, Claro ofrecía 2 beneficios: llamadas a todo 

destino a nivel nacional y llamadas a RPC de Claro y RPM de Movistar, conllevando tanto 

a Telefónica como a la Comisión a una interpretación alambicada y fuera del contexto, 

cuando en realidad el mensaje central de la campaña publicitaria de Claro es el de ofrecer 

llamadas a cualquier operador a nivel nacional a un costo de S/. 0.25 el minuto y el 

mensaje “incluye RPC y RPM “ solo es un mensaje para reforzar el mensaje central sin 

llegar a desvirtuarla, por el contrario su único objetivo era resaltar el mensaje principal y 

no debería de haber sido necesario incluir en su texto legal la forma en cómo debe 

comunicarse a un RPM, tal y como lo considera la comisión como fundamento de su 

resolución, debido a que según la experiencia del mercado, lo común y corriente es que 

todo consumidor razonable, gracias a su experiencia en el mercado de las 

telecomunicaciones, sabe cómo comunicarse con un operador que no es de su misma red 

(llamadas offnet),es decir a través de los números comunes o llamados números 

convencionales que son los de 9 dígitos, es así como un consumidor en la actualidad haría 

un análisis de la publicidad, de manera integral y superficial. 



En relación a la apreciación de la comisión, sostenido en el apartado 2 del artículo 7 de la 

LRCD previamente citado, la comisión indica que es firme en considerar que, 

independientemente del nivel de consumo y familiaridad que pueden tener los servicios de 

telefonía móvil en el mercado peruano, existe la potencialidad de que algún consumidor, 

tanto en lima como en cualquier otra región del Perú, pueda desconocer la 

funcionalidad o características técnicas con las que operan dichos servicios y por 

ende, no se encuentre familiarizado con la forma en la que operan las redes privadas 

móviles con lo cual no podía intuir naturalmente que de no poder concretar una 

llamada con la marcación especial, inmediatamente deba intentarlo con la marcación 

convencional, quiere decir que el daño no es necesario que sea efectivo, basta constatar 

que la generación de dicho daño sea potencial.  

Y efectivamente es cierto que para que sea catalogado como acto de competencia desleal 

basta que el daño sea potencial, pero la comisión tenía que tener en cuenta que se enfrenta 

a un consumidor razonable, además la comisión no debe analizar una campaña publicitaria 

en razón a un sector de la población, lo que debe evaluar es la interpretación que realiza el 

mercado en general en relación a su funcionamiento, y en la circunstancia en la que 

concurren los agentes económicos, además se tiene que tener en cuenta que existe 

asimetría informativa, pero esto es parte del funcionamiento del mercado como causa de la 

división y especialidad en el trabajo, y hasta la fecha este mecanismo ha ido funcionando 

muy bien, ejemplo de ello es que existen diversas profesiones y oficios, como el abogado, 

el carpintero, el comerciante, etc., por lo que cada uno se especializa y sabe más de 

acuerdo a lo ejercido provocando que exista mayor productividad a mayor escala, esto no 

significa que los proveedores traten de abusar y se sientan con toda la potestad de brindar 

una información por otra, lo que se debe regular y evitar es que esa asimetría informativa 

genere transacciones ineficientes debido a que son tomadas sin una adecuada evaluación de 

costos y beneficios, es por ello que uno de los factores que se debe evaluar con el fin de 

evitar de que se cometa actos de engaño no es la asimetría informativa, si no la 

información adecuada, entendiendo por “adecuada” aquella cuya producción para la 

demanda resulta menos costoso que los beneficios o satisfacciones que le generarán al 

momento de adquirir un producto o servicio, en este caso, en las empresas operadoras. 

Por lo tanto, en aplicación al caso concreto, según el análisis realizado por Movistar y por 

la comisión, se puede deducir que para ambos lo que se debe evitar es la asimetría 

informativa, es decir que los consumidores y proveedores sepan todo de todo y si no lo 



supieran sería responsabilidad de las empresas operadoras de plasmar toda la información 

en su publicidad, pero lamentablemente esto no puede ser y sería un error tratar de que se 

lleve a cabo así, puesto que al consumidor se le ahogará en información que no desea tener, 

nuevamente se debe recordar que estamos frente a un consumidor razonable y no ignorante 

capaz de dejarse llevar solo por el instinto y es así que funciona el mercado perfecto, el 

cual es capaz de reemplazar todo acto abusivo siempre y cuando solo haya adecuada 

información, es decir se trata de calidad y no de cantidad y si  bien es cierto, hay cláusulas 

dentro del mercado de las telecomunicaciones que no se pueden negociar, el consumidor 

puede dirigirse a otra empresa operadora en donde se sienta a gusto y puedan ofrecerle 

toda la información que requiera y sea necesaria para la toma de una decisión segura. 

Finalmente en el presente expediente, la Comisión y Movistar, plantean el problema 

mencionando la frase “algún consumidor puede ser engañado” sin dar un caso en concreto, 

olvidándose que la responsabilidad administrativa a probar debe ser objetiva y en este 

sentido, se tendría que ver el caso en concreto de ese sector y analizar los medios 

probatorios que sustenten que la publicidad tuvo como efecto, inducir a error, y éste, no ha 

sido el caso. 

III.2.  POSICIÓN FUNDAMENTADA DE LA RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA. 

En el caso de la segunda resolución emitida por el Tribunal de Defensa de la 

Competencia y de la Propiedad Intelectual, a través de la Sala Especializada en Defensa de 

la Competencia, en adelante la Sala, con fecha 10 de marzo de 2015, revoca la resolución 

N° 168-2014/CCD-INDECOPI de fecha 23 de julio de 2014, que declara fundada la 

denuncia presentada por Telefónica contra Claro, declarándola Infundada. Por lo que deja 

sin efecto la multa, la medida correctiva, así como el pago de costas y costos dispuestos en 

la resolución apelada. 

Este fallo se tomó en base a una interpretación diferente que realizó la sala en comparación 

con la interpretación que hizo la comisión, toda vez que para la Sala, el mensaje 

transmitido por la publicidad cuestionada difiere del mensaje imputado por la secretaría 

técnica, en base a esto la secretaría interpretó que el mensaje consistía en que Claro ofrecía 

por medio de su campaña publicitaria “Habla más Perú”, la posibilidad de realizar 

llamadas a números pertenecientes a la RPM de Movistar, esto es a través de la marcación 

especial de 6 o 9 dígitos, precedidos de los símbolos “#” o “*”. Sin embargo, la Sala 

consideró que después de una interpretación integral y superficial de la publicidad materia 



de denuncia, el mensaje central que contiene la campaña publicitaria de Claro es el de 

ofrecer a los usuarios una tarifa preferencial de S/. 0.25 por minuto para realizar llamadas a 

todos los operadores, incluyendo a teléfonos fijos y móviles que pertenecen a cualquier 

operador y la referencia de la frase “incluye números RPM de Movistar” , lo que busca es 

enfatizar el mensaje central que refiere a una tarifa mínima para poder llamar a todos los 

operadores. 

Así mismo, es importante describir que la Sala realizó una buena y correcta metodología 

de evaluación para determinar si la información contenida en un anuncio publicitario 

resulta engañoso o no siguiendo los pasos establecidos por los últimos lineamientos sobre 

competencia desleal y publicidad comercial vigentes, debiendo previamente determinar el 

mensaje central a partir de una apreciación superficial e integral que todo consumidor 

razonable haría y una vez determinado tal mensaje y si califica como una afirmación 

objetiva, este debe ser corroborado con la realidad, de modo tal que si existe una 

disconformidad, se podrá concluir que el anuncio es falso o induce a error, infringiendo el 

principio de veracidad, configurándose así, un acto de engaño y en base a estos pasos, la 

sala estima que partiendo de una interpretación superficial e integral del contenido del 

anuncio, el destinatario de aquella entendería que el mensaje que transmite América Móvil 

es el ofrecimiento de una tarifa especial de S/. 0.25 el minuto para realizar llamadas a nivel 

nacional y que la referencia de realizar llamadas a números RPM de Movistar solo se 

utilizó para enfatizar el mensaje central sin desvirtuarla o contradecirla, toda vez que se 

corroboró con la realidad a través del medio probatorio presentado por Claro, el cual fue un 

acta de constatación notarial, mediante el cual se comprueba el buen funcionamiento del 

paquete de minutos establecidos en la promoción “Habla más Perú” , tal y como se plasma 

a través del mensaje central aprehendido por su destinatario. 

Siguiendo con este esquema se tiene que tener en cuenta lo que menciona Farré (2003) 

sobre el mensaje publicitario, el cual se debe definir y caracterizar por la suma de los datos 

o hechos que se difunden, así como por el contexto y valoración común bajo el cual se 

perciben, por lo que en aplicación al presente caso, el consumidor después de más de 20 

años de experiencia en el mercado de las telecomunicaciones, está acostumbrado a recibir 

ofertas de promociones para realizar llamadas offnet por lo que se entiende que también 

conocería la forma en cómo se comunica a estos números que no corresponden a la misma 

empresa operadora de origen, por lo que les resulta también común que la marcación 

convencional es la forma más conocida y utilizada y que toda marcación especial, que 



como su mismo nombre lo dice es exclusiva y privada para ciertas redes y de ser así, la 

marcación correcta para acceder a la promoción en discusión, los usuarios saben que 

deberían de ser informados ya sea a través de su propia publicidad o por medios alternos 

que buscan complementar dicha información. 

Dicho esto, también se puede alegar que la Sala tuvo una mejor interpretación y 

perspectiva de la interpretación real que hace un consumidor razonable, envuelto en 

posibilidades de acceso a la información y de experiencia en este mercado, determinando 

que este tipo de consumidor contemporáneo es aquel que le gusta seguir aprendiendo tanto 

de lo que lee como de sus propios actos asertivos y de los errores, aquel que realiza una 

interpretación natural, que surge en su primera vista, sin tener que realizar interpretaciones 

alambicadas, complejas o forzadas y sobre todo respetando el principio de indivisibilidad 

del anuncio publicitario que parte naturalmente de una lectura rápida y espontánea. 

Y es que a diferencia de la Comisión, la Sala ha aplicado correctamente la diferencia que 

existe entre los roles de los sujetos involucrados en el proceso de transmisión de un 

mensaje publicitario, siendo estos por un lado el anunciante, como aquel que realiza la 

publicidad, quien diseña y define el mensaje que desea transmitir y por otro lado el 

consumidor, definido como aquel que recibe la información, la procesa y finalmente la 

interpreta, todo esto realizado según sus parámetros.  

Por lo tanto, la interpretación realizada por la Comisión es una interpretación fuera de 

contexto y dejándose llevar por una interpretación gramatical, lingüístico que le conllevo a 

llegar a la conclusión de que su mensaje central era otro y que su interpretación conllevaba 

a un error y contradicción, siendo esto totalmente lo contrario, por lo que debió realizar un 

análisis en función a las percepciones que sobre estas posea el público destinatario, 

poniéndose en el lugar del consumidor sin dejarse llevar por opiniones o percepciones 

personales que en este caso fue causadas por Movistar. 

  



CONCLUSIONES 

 Movistar omite considerar al consumidor razonable como el principal interpretador 

de un anuncio (diligente, compara precios y calidades, protestante, lee las etiquetas 

y contratos antes de firmarlos); es por ello que los anunciantes están obligados a 

poner en conocimiento toda la información relevante con la finalidad de que estos 

puedan realizar una adecuada decisión de consumo, tal y como lo realizó Claro. 

 

 Movistar desintegra indebidamente el mensaje central de esta campaña publicitaria, 

inaplicando el principio de indivisibilidad, quiere decir que se debe realizar la 

aprehensión de la publicidad de manera integrada, sin apartarse de la forma natural, 

espontanea e integral que un consumidor razonable le otorga a una pieza 

publicitaria al momento de interpretarla, por lo que en este caso el mensaje 

publicitario central e integral de la campaña  “Habla más Perú” consiste en ofrecer 

llamadas a todo destino a S/. 0.25 el minuto y no ofrecer llamadas a números RPM 

de Movistar a través de su marcación especial. 

 

 Claro en su campaña publicitaria “Habla más Perú” sí aplica el principio de 

veracidad y de sustanciación previa, toda vez que dicha afirmación al corroborarse 

con la realidad resultó ser verdadera y esto se plasmó en el Acta de constatación 

Notarial presentada por la denunciada. 

 

 En el presente expediente, la Comisión y Movistar, plantean el problema 

mencionando la frase “algún consumidor puede ser engañado” sin dar un caso en 

concreto, olvidándose que la responsabilidad administrativa a probar debe ser 

objetiva y en este sentido, se tendría que ver el caso en concreto de ese sector y 

analizar los medios probatorios que sustenten que la publicidad de Claro tuvo como 

efecto, inducir a error, y éste, no ha sido el caso. 

 

 La comisión no debe analizar una campaña publicitaria en razón a un sector de la 

población, lo que debe evaluar es la interpretación que realiza el mercado en 

general en relación a su funcionamiento, y en realidad en la que se vive. 

 

 Para Movistar, Claro ha debido plasmar en su publicidad la forma en cómo debe 

contactarse con números RPM, pero ignora que el usuario ya conoce la forma 



común de hacer llamadas offnet, por lo que al brindarle toda la información 

mediante la publicidad o sus medios alternos sería como ahogar al consumidor en 

mucha información que no desea tener, por ser un consumidor razonable, 

bastándole con tener una adecuada información, es decir se trata de calidad y no de 

cantidad. 

 

 El mensaje transmitido por la publicidad cuestionada difiere del mensaje imputado 

por la secretaría técnica, puesto que la secretaría interpretó que el mensaje consistía 

en que Claro ofrecía por medio de su campaña publicitaria “Habla más Perú”, la 

posibilidad de realizar llamadas a números pertenecientes a la RPM de Movistar, 

esto es a través de la marcación especial de 6 o 9 dígitos, precedidos de los 

símbolos “#” o “*”. Sin embargo, la Sala consideró que después de una 

interpretación integral y superficial de la publicidad materia de denuncia, el 

mensaje central que contiene la campaña publicitaria de Claro es el de ofrecer a los 

usuarios una tarifa preferencial de S/. 0.25 por minuto para realizar llamadas a 

todos los operadores, incluyendo a teléfonos fijos y móviles que pertenecen a 

cualquier operador y la referencia de la frase “incluye números RPM de Movistar”, 

lo que busca es enfatizar el mensaje central que refiere a una tarifa mínima para 

poder llamar a todos los operadores y esto para la sala resultó ser verás. 
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